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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Concepto  

El contrato de prestación de servicios es uno de los tipos contractuales consagrados en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, que pueden celebrar las entidades estatales. Se trata de un contrato típico, ya que se encuentra definido en la ley. Concretamente, el artículo 32, numeral 3º, de la Ley 80 de 1993, establece: Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados. En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable.

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Características

a) Solo puede celebrarse para realizar “actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad”; b) Admite que se suscriba tanto con personas naturales, como con personas jurídicas; c) se diferencian del contrato de trabajo, de acuerdo con los argumentos expuesto en este concepto; d) Deben ser temporales, por lo que no puede referirse a un contrato de prestación de servicios indefinido que resulta contrario a su naturaleza; e) Como especies del género prestación de servicios, se incluyen los contratos de prestación de servicios profesionales, los contratos de prestación de servicios apoyo a la gestión y los contratos de prestación de servicios artísticos que solo pueden encomendarse a determinadas personas naturales; f) Su celebración debe realizarse a través de la modalidad de contratación directa; g) Para su celebración no se requiere la expedición del acto administrativo de justificación de la contratación directa; h) Admiten el pacto de cláusulas excepcionales; i) No es obligatoria la liquidación, sin perjuicio de que esta se pueda efectuar de manera facultativa cuando así se considere necesario; j) Para su celebración no se requiere inscripción en el Registro Único de Proponentes (RUP); k) No son necesarias las garantías.

RIESGOS PSICOSOCIAL – Alcance – Resolución 2464 de 2008 

Para entender un poco sobre el riesgo psicosocial es pertinente acudir a la Resolución 2646 de 2008 del Ministerio de Protección Social, “Por la cual se establecen disposiciones y se definen responsabilidades para la identificación, evaluación, prevención, intervención y monitoreo permanente de la exposición a factores de riesgo psicosocial en el trabajo y para la determinación del origen de las patologías causadas por el estrés ocupacional”, la cual dispone en su artículo 1°: “El objeto de la presente resolución es establecer disposiciones y definir las responsabilidades de los diferentes actores sociales en cuanto a la identificación, evaluación, prevención, intervención y monitoreo permanente de la exposición a los factores de riesgo psicosocial en el trabajo, así como el estudio y determinación de origen de patologías presuntamente causadas por estrés ocupacional”.

Por otro lado, el artículo 2° de la presente Resolución prescribe: “[…] se aplica a los empleadores públicos y privados, a los trabajadores dependientes e independientes, a los contratantes de personal bajo modalidad de contrato civil, comercial o administrativo, a las organizaciones de economía solidaria y del sector cooperativo, a las agremiaciones o asociaciones que afilian trabajadores independientes al Sistema de Seguridad Social integral; a las administradoras de riesgos profesionales; a la Policía en lo que corresponde a su personal no uniformado y al personal civil de las Fuerzas Militares”. 

RIESGO PSICOSOCIAL – Alcance – Resolución 2764 de 2022 

En este mismo escenario, la Resolución 2764 de 2022 del Ministerio de Trabajo “Por la cual se adopta la Batería de instrumentos para la evaluación de factores de Riesgo Psicosocial, la Guía Técnica General para la promoción, prevención e intervención de los factores psicosociales y sus efectos en la población trabajadora y sus protocolos específicos y se dictan otras disposiciones”, constituye el principal marco normativo para la identificación, evaluación, prevención, intervención y monitoreo permanente de los factores de riesgo psicosocial en los lugares de trabajo. Esta disposición adopta de manera integral los instrumentos de evaluación, protocolos de intervención y guías técnicas que deben incorporarse al Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo (SG-SST), con el propósito de proteger la salud mental de los trabajadores y promover entornos laborales saludables.

La resolución incorpora diversos protocolos de intervención sectoriales, entre ellos el correspondiente al sector de la administración pública, reconociendo las particularidades organizacionales y funcionales de cada actividad económica. Asimismo, deroga expresamente la Resolución 2404 de 2019, “por la cual se adopta la Batería de Instrumentos para la Evaluación de Factores de Riesgo Psicosocial, la Guía Técnica General para la Promoción, Prevención e Intervención de los Factores Psicosociales y sus Efectos en la Población Trabajadora y sus Protocolos Específicos y se dictan otras disposiciones”, consolidando en un único cuerpo normativo los lineamientos técnicos aplicables a la gestión de los riesgos psicosociales en el país.

RIESGO PSICOSOCIAL – Implementación – No implica – Relación laboral – Contrato de prestación de servicios 

En este contexto, las obligaciones derivadas de la gestión de los factores de riesgo psicosocial previstas en la Resolución 2764 de 2022 y 2646 de 2008 no constituyen, por sí mismas, elementos que permitan concluir la existencia de una relación de subordinación ni la configuración de un contrato realidad. Lo anterior, por cuanto dichas exigencias no tienen origen en la facultad de dirección propia del empleador sobre un trabajador subordinado, sino en el cumplimiento de deberes legales de prevención, protección y promoción de la seguridad y salud en el trabajo que recaen sobre empleadores y contratantes respecto de las personas que ejecutan actividades en su beneficio, independiente de la naturaleza jurídica del vínculo existente, como es el caso de los contratistas de prestación de servicios. 

En efecto, las propias Resoluciones 2646 de 2008 y 2764 de 2022 extiende su ámbito de aplicación no solo a trabajadores dependientes, sino también a contratistas, trabajadores independientes y demás personas vinculadas mediante relaciones civiles, comerciales o administrativas. Por consiguiente, la aplicación de instrumentos para la identificación, evaluación e intervención de factores de riesgo psicosocial, así como la adopción de medidas preventivas en materia de salud mental, constituyen obligaciones legales de carácter preventivo y de gestión del riesgo, cuyo cumplimiento no puede interpretarse como una manifestación automática o inequívoca de subordinación laboral.

SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO – Alcance – Contrato de prestación de servicios – Aplicación

Así mismo, hay que tener en cuenta el Decreto 1072 de 2015, artículo 2.2.4.2.2.15, que contempla que, para las personas comprendidas en esa sección, ordena al contratante incluirlas en el SG-SST, realizar prevención y promoción, permitir participación en capacitaciones y verificar requisitos de seguridad. De igual manera, el artículo 2.2.4.6.1 del Decreto 1072 de 2015 establece que el capítulo relativo al Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo (SG-SST) tiene por objeto definir las directrices de obligatorio cumplimiento para su implementación, las cuales deben ser observadas por todos los empleadores públicos y privados, así como por los contratantes de personal vinculado mediante contratos civiles, comerciales o administrativos, las organizaciones de economía solidaria, las entidades del sector cooperativo y las empresas de servicios temporales. Igualmente, dispone que dichas obligaciones deben extender su cobertura a trabajadores dependientes, contratistas, trabajadores asociados o cooperados y trabajadores en misión.

SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO – Criterios - Artículo 2.2.4.6.28. – Decreto 1072 de 2015 – Aplicación – Contrato de prestación de servicios

Dicho artículo desarrolla las obligaciones que tienen los empleadores y contratantes para garantizar que todas las personas que desarrollan actividades en sus instalaciones o en ejecución de contratos cumplan las normas de seguridad y salud en el trabajo. Para ello, exige incorporar criterios de SST en la selección de proveedores y contratistas, establecer canales de comunicación en esta materia, verificar la afiliación al Sistema General de Riesgos Laborales, informar sobre los peligros y riesgos presentes en los lugares de trabajo, promover el reporte de accidentes y enfermedades laborales, y realizar seguimientos periódicos al cumplimiento de las obligaciones preventivas por parte de contratistas, subcontratistas, trabajadores en misión, cooperados y proveedores. Estas exigencias reflejan una lógica de coordinación y gestión del riesgo laboral orientada a la protección de todas las personas que concurren en una actividad productiva, con independencia de la naturaleza jurídica del vínculo que las une con la entidad, como es el caso de los contratistas de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión.

En efecto, esta disposición constituye una evidencia normativa de que las obligaciones derivadas del Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo no son exclusivas de las relaciones laborales. Por el contrario, el propio artículo reconoce la existencia de contratistas y subcontratistas como sujetos destinatarios de las medidas de prevención y control, al tiempo que el parágrafo les impone responsabilidades directas frente a sus propios trabajadores. Así, los deberes de verificación, coordinación, información y seguimiento previstos en la norma no pueden interpretarse, por sí solos, como manifestaciones de subordinación o como indicios de un contrato realidad, sino como el cumplimiento de obligaciones legales de carácter preventivo que buscan garantizar entornos de trabajo seguros y saludables para todas las personas involucradas en la ejecución de una actividad contractual.





























[image: ]Bogotá D.C., 22 de octubre de 2026	


Señora 
Bibiana González Rojas
gobierno1@elrosal-cundinamarca.gov.co
El Rosal, Cundinamarca


	
	Concepto C –1465 de 2026


	Temas:                   
	CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Concepto / CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Características / RIESGOS PSICOSOCIAL – Alcance – Resolución 2464 de 2008 / RIESGO PSICOSOCIAL – Alcance – Resolución 2764 de 2022 / RIESGO PSICOSOCIAL – Implementación – No implica – Relación laboral – Contrato de prestación de servicios / SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO – Alcance – Contrato de prestación de servicios – Aplicación /SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO – Criterios - Artículo 2.2.4.6.28. – Decreto 1072 de 2015 – Aplicación – Contrato de prestación de servicios



	Radicación:               
	Respuesta a la consulta con radicado No. 1_2026_09_16_012384



Estimada Señora González: 

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido por la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– responde a la solicitud de consulta presentada el 16 de septiembre de 2026, en el ámbito de sus competencias: 

1. ¿Existe obligación legal para las entidades estatales de aplicar los cuestionarios de factores de riesgo psicosocial a los contratistas independientes de prestación de servicios contratados mediante la modalidad de contratación directa?
2. ¿El sometimiento de un contratista de prestación de servicios a las herramientas de evaluación psicosocial orientadas a medir la subordinación y el control jerárquico vulnera el principio de autonomía contractual consagrado en la Ley 80 de 1993 o constituye un elemento de desnaturalización del vínculo civil/administrativo que favorezca la configuración de un contrato realidad?
3. ¿De qué manera deben gestionar las entidades públicas la prevención y el control de los factores de riesgo psicosocial en los contratistas independientes en el marco del SG-SST, sin invadir la esfera de su autonomía ni tratarlos bajo los parámetros normativos propios de los servidores públicos de planta?

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad sólo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos concretos de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.   	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias específicas que la hayan motivado, pero señalando algunas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 

I.  Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Cuál es el alcance de las obligaciones de las entidades estatales frente a la gestión de riesgos psicosociales en contratistas independientes, y cómo deben armonizarse dichas obligaciones con el principio de autonomía contractual y la naturaleza civil/administrativa del vínculo?; ii) ¿Qué criterios jurídicos y técnicos deben orientar a las entidades públicas en la implementación del SG-SST respecto de contratistas de prestación de servicios, de manera que se garantice la prevención de riesgos sin desnaturalizar su contratación ni configurar relaciones de subordinación propias del contrato laboral?

II.  Respuesta:

	Conforme a los problemas jurídicos de su consulta, se expone lo siguiente:

i. En torno al primer problema jurídico, se destaca que las obligaciones derivadas de la gestión de los factores de riesgo psicosocial previstas en las Resoluciones 2646 de 2008 y 2764 de 2022 no constituyen, por sí mismas, elementos que permitan concluir la existencia de una relación de subordinación ni la configuración de un contrato realidad. Tales exigencias no tienen origen en la facultad de dirección, control o disciplina propia del empleador respecto de un trabajador subordinado, sino en el cumplimiento de deberes legales de prevención, protección y promoción de la seguridad y salud en el trabajo que el ordenamiento jurídico impone a empleadores y contratantes frente a todas las personas que desarrollan actividades en su beneficio, con independencia de la naturaleza jurídica del vínculo. Esta circunstancia resulta especialmente relevante en el caso de los contratistas de prestación de servicios, quienes, aun conservando su autonomía técnica y jurídica, se encuentran comprendidos dentro de los mecanismos de prevención y gestión de los riesgos laborales establecidos por la legislación colombiana.
En efecto, las propias Resoluciones 2646 de 2008 y 2764 de 2022 extienden expresamente su ámbito de aplicación no solamente a trabajadores dependientes, sino también a trabajadores independientes, contratistas y demás personas vinculadas mediante relaciones civiles, comerciales o administrativas. Por tal razón, la aplicación de instrumentos para la identificación, evaluación, intervención y monitoreo de los factores de riesgo psicosocial, así como la implementación de estrategias de promoción de la salud mental y prevención del estrés laboral, constituyen obligaciones legales de carácter preventivo cuyo fin es proteger la salud física y mental de quienes ejecutan actividades relacionadas con la entidad. Por tanto, es pertinente aplicar como lo establecen las resoluciones ya precitadas, pues ello no implica en estricto sentido, una relación de subordinación con respecto a los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión. 
En ese sentido, actuaciones tales como la aplicación de la batería de riesgo psicosocial, la participación en programas de vigilancia epidemiológica, la asistencia a actividades de capacitación en seguridad y salud en el trabajo, el suministro de información relacionada con riesgos ocupacionales o el cumplimiento de protocolos institucionales de prevención no constituyen, por sí solas, manifestaciones de subordinación. Se trata, por el contrario, de mecanismos obligatorios de protección de la vida, la integridad y la salud de las personas que concurren a la ejecución de una actividad económica o contractual, cuya observancia es exigible incluso cuando no existe vínculo laboral. 
Por tanto, el simple cumplimiento de obligaciones legales asociadas a la seguridad y salud en el trabajo, incluidas aquellas relacionadas con la identificación y gestión de factores de riesgo psicosocial, carece de la entidad suficiente para desvirtuar la naturaleza civil, comercial o administrativa de un contrato de prestación de servicios suscrito con una entidad estatal, pues tales obligaciones son transversales y aplicables a diversas formas de vinculación reconocidas por el ordenamiento jurídico colombiano.

ii. Para resolver el segundo problema jurídico, resulta pertinente acudir al marco normativo que regula el Sistema General de Riesgos Laborales y el Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo (SG-SST). Para ello, el artículo 2.2.4.2.2.15 del Decreto 1072 de 2015 establece que, respecto de las personas comprendidas dentro de su ámbito de aplicación, el contratante debe garantizar su inclusión en las actividades del Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo, lo que implica, entre otros aspectos, desarrollar acciones de prevención y promoción, facilitar su participación en programas de capacitación en seguridad y salud en el trabajo y verificar el cumplimiento de los requisitos de seguridad necesarios para la ejecución de las actividades contratadas.
De igual manera, el artículo 2.2.4.6.1 del Decreto 1072 de 2015 dispone que el capítulo relativo al SG-SST tiene por objeto definir las directrices de obligatorio cumplimiento para su implementación, las cuales deben ser observadas no solo por los empleadores públicos y privados, sino también por los contratantes de personal vinculado mediante contratos civiles, comerciales o administrativos, así como por las organizaciones de economía solidaria, las entidades del sector cooperativo y las empresas de servicios temporales. La misma disposición señala que la cobertura de dichas obligaciones se extiende a trabajadores dependientes, contratistas, trabajadores asociados o cooperados y trabajadores en misión, lo que evidencia que el sistema fue diseñado para proteger a todas las personas que desarrollan actividades en favor de una organización, independientemente de la naturaleza jurídica del vínculo que las una a esta.
Por su parte, los artículos 2.2.4.6.4 y 2.2.4.6.28 del Decreto 1072 de 2015 refuerzan expresamente la inclusión de los contratistas dentro del ámbito de aplicación del SG-SST y regulan los mecanismos de coordinación que deben implementarse cuando concurren diferentes empleadores, contratantes, contratistas o prestadores de servicios en un mismo centro o lugar de trabajo. Estas disposiciones permiten concluir que el SG-SST constituye un sistema de gestión del riesgo de alcance transversal, cuyo propósito no se limita a las relaciones laborales subordinadas, sino que comprende también a quienes se encuentren vinculados mediante contratos civiles, comerciales o administrativos.
En particular, el artículo 2.2.4.6.28 desarrolla las obligaciones que tienen los empleadores y contratantes para garantizar que proveedores, contratistas, subcontratistas, trabajadores cooperados y trabajadores en misión cumplan las normas de seguridad y salud en el trabajo durante la ejecución de las actividades contratadas. Para ello, exige incorporar criterios de seguridad y salud en el trabajo en la selección de proveedores y contratistas; establecer mecanismos de comunicación y coordinación; verificar la afiliación al Sistema General de Riesgos Laborales; informar acerca de los peligros y riesgos asociados al lugar de trabajo; promover el reporte de accidentes de trabajo y enfermedades laborales; y efectuar verificaciones periódicas sobre el cumplimiento de las obligaciones preventivas correspondientes. Tales exigencias responden a una lógica de administración y control del riesgo laboral que busca proteger a todas las personas que participan en la ejecución de una actividad económica, sin que dependa de la existencia de una relación de subordinación. 
[bookmark: _heading=h.bq8xsfflb72r]En efecto, esta disposición constituye una evidencia de que las obligaciones derivadas del SG-SST no son exclusivas de las relaciones laborales. Por el contrario, el propio artículo reconoce la existencia de contratistas y subcontratistas como sujetos destinatarios de las medidas de prevención, gestión y control del riesgo laboral, al tiempo que su parágrafo les atribuye responsabilidades directas frente a sus propios trabajadores y colaboradores. Por tanto, la exigencia de participar en actividades del SG-SST, asistir a capacitaciones, responder instrumentos de evaluación de riesgo psicosocial o cumplir protocolos de seguridad constituye una consecuencia de la legislación en materia de riesgos laborales y no una expresión de subordinación que caracteriza las relaciones laborales. 
Dentro de este marco, el consultante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 



III. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i. El contrato de prestación de servicios es uno de los tipos contractuales consagrados en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, que pueden celebrar las entidades estatales. Se trata de un contrato típico, ya que se encuentra definido en la ley. Concretamente, el artículo 32, numeral 3º, de la Ley 80 de 1993, establece:

“Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados.

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable”.

De otro lado, la celebración de dicho contrato debe efectuarse a través de la modalidad de la contratación directa. Así lo prevé el artículo 2, numeral 4º, literal h), de la Ley 1150 de 2007, que dispone:

“[…]
Contratación directa. La modalidad de selección de contratación directa solamente procederá en los siguientes casos:
[…]
h) Para la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, o para la ejecución de trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas personas naturales”.

A partir de estos enunciados normativos, entre otros, de carácter legal y reglamentario, que complementan su regulación, y de los pronunciamientos judiciales más destacados sobre el tema, es posible señalar las siguientes características del contrato de prestación de servicios:
i) Solo puede celebrarse para realizar “actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad”, es decir, que hagan parte de su giro ordinario o quehacer cotidiano.
ii) Admite que se suscriba tanto con personas naturales como con personas jurídicas y requiere que la entidad estatal justifique en los estudios previos que las actividades que buscan encomendarse a aquella “no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados”.[footnoteRef:1] Esto puede suceder en varios eventos, como, por ejemplo, que, efectivamente, no exista el personal de planta para encargarse de dichas labores; que exista, pero que está sobrecargado de trabajo, requiriéndose, por tanto, un apoyo externo; o que haya personal de planta, pero no tenga la experticia o conocimiento especializado en la materia, y que, por esta razón, sea necesario contratar los servicios de una persona natural que posea conocimiento y experiencia en el tema. [1:  Decreto 1068 de 2015: “Artículo 2.8.4.4.5. Condiciones para contratar la prestación de servicios. Los contratos de prestación de servicios con personas naturales o jurídicas, sólo se podrán celebrar cuando no exista personal de planta con capacidad para realizar las actividades que se contratarán. 
Se entiende que no existe personal de planta en el respectivo organismo, entidad, ente público o persona jurídica, es imposible atender la actividad con personal de planta, porque de acuerdo con los manuales específicos, no existe personal que pueda desarrollar la actividad para la cual se requiere contratar la prestación del servicio, o cuando el desarrollo de la actividad requiere un grado de especialización que implica la contratación del servicio, o cuando aun existiendo personal en la planta, éste no sea suficiente, la inexistencia de personal suficiente deberá acreditarse por el jefe del respectivo organismo. 
Tampoco se podrán celebrar estos contratos cuando existan relaciones contractuales vigentes con objeto igual al del contrato que se pretende suscribir, salvo autorización expresa del jefe del respectivo órgano, ente o entidad contratante. Esta autorización estará precedida de la sustentación sobre las especiales características y necesidades técnicas de las contrataciones a realizar”.
] 

iii) Si bien se celebran para obtener la prestación personal de un servicio, se diferencian del contrato de trabajo[footnoteRef:2] en que quien celebra el contrato de prestación de servicios debe mantener autonomía e independencia en la ejecución de la labor, lo que significa que no puede existir la subordinación y dependencia, que es uno de los elementos constitutivos del vínculo laboral. Por ello el artículo 32, numeral 3º, de la Ley 80 de 1993 establece que “En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales”, inciso que debe interpretarse en el sentido de que los contratos de prestación de servicios profesionales no pueden generar relación laboral, ni dar lugar a que las entidades estatales paguen por su cuenta los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral del contratista. Ello por cuanto, según se indicó, en dichos contratos no puede existir subordinación y dependencia; entonces, la relación laboral está proscrita y es el contratista quien, como “trabajador independiente” –como lo califican las normas en materia de seguridad social– debe cotizar por su cuenta y riesgo al Sistema de Seguridad Social Integral.   [2:  El artículo 22 del Código Sustantivo del Trabajo establece: “1. Contrato de trabajo es aquel por el cual una persona natural se obliga a prestar un servicio personal a otra persona, natural o jurídica, bajo la continuada dependencia o subordinación de la segunda y mediante remuneración.
2. Quien presta el servicio se denomina trabajador, quien lo recibe y remunera, empleador, y la remuneración, cualquiera que sea su forma, salario”.] 

iv) Deben ser temporales. Así lo señaló la Corte Constitucional en la misma providencia a la que se aludió previamente, expresando que: “La vigencia del contrato es temporal y, por lo tanto, su duración debe ser por tiempo limitado y el indispensable para ejecutar el objeto contractual convenido. En el caso de que las actividades con ellos atendidas demanden una permanencia mayor e indefinida, excediendo su carácter excepcional y temporal para convertirse en ordinario y permanente, será necesario que la respectiva entidad adopte las medidas y provisiones pertinentes a fin de que se dé cabal cumplimiento a lo previsto en el artículo 122 de la Carta Política, según el cual se requiere que el empleo público quede contemplado en la respectiva planta y previstos sus emolumentos en el presupuesto correspondiente”[footnoteRef:3]. [3:  Ibíd.
] 

v) Los contratos de prestación de servicios constituyen un género que incluye, como especies, los contratos de prestación de servicios profesionales, los contratos de prestación de servicios de apoyo a la gestión y los contratos para la ejecución de trabajos artísticos que solo pueden encomendarse a determinadas personas naturales[footnoteRef:4]. La diferencia entre el contrato de prestación de servicios profesionales con las otras dos especies del género en el cual se ubican radica en su contenido intelectual intangible y, al mismo tiempo, en la formación profesional que se exige para desempeñar la labor. Así lo consideró el Consejo de Estado en sentencia de unificación jurisprudencial del 2 de diciembre de 2013, al indicar, respecto del contrato de prestación de servicios profesionales, que: [4:  El Decreto 1082 de 2015 lo establece así: “Artículo 2.2.1.2.1.4.9. Contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, o para la ejecución de trabajos artísticos que solo pueden encomendarse a determinadas personas naturales. Las Entidades Estatales pueden contratar bajo la modalidad de contratación directa la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión con la persona natural o jurídica que esté en capacidad de ejecutar el objeto del contrato, siempre y cuando la Entidad Estatal verifique la idoneidad o experiencia requerida y relacionada con el área de que se trate. En este caso, no es necesario que la Entidad Estatal haya obtenido previamente varias ofertas, de lo cual el ordenador del gasto debe dejar constancia escrita.
Los servicios profesionales y de apoyo a la gestión corresponden a aquellos de naturaleza intelectual diferentes a los de consultoría que se derivan del cumplimiento de las funciones de la Entidad Estatal, así como los relacionados con actividades operativas, logísticas, o asistenciales.
La Entidad Estatal, para la contratación de trabajos artísticos que solamente puedan en­comendarse a determinadas personas naturales, debe justificar esta situación en los estudios y documentos previos”.] 


“Su objeto está determinado por el desarrollo de actividades identificables e intangibles que impliquen el desempeño de un esfuerzo o actividad, tendiente a satisfacer necesidades de las entidades estatales en lo relacionado con la gestión administrativa o funcionamiento que ellas requieran, bien sea acompañándolas, apoyándolas o soportándolas, con conocimientos especializados siempre y cuando dichos objetos estén encomendados a personas consideradas legalmente como profesionales. Se caracteriza por demandar un conocimiento intelectivo cualificado: el saber profesional”[footnoteRef:5]. [5:  Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección C. Sentencia del 2 de diciembre de 2013. Exp. 41719. Consejero Ponente: Jaime Orlando Santofimio Gamboa.] 


Objeto que, según la sentencia que se cita, se diferencia del objeto del contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión, porque en este:

“Su objeto contractual participa de las características encaminadas a desarrollar actividades identificables e intangibles. Hay lugar a su celebración en aquellos casos en donde las necesidades de la Administración no demanden la presencia de personal profesional.

Aunque también se caracteriza por el desempeño de actividad intelectiva, ésta se enmarca dentro de un saber propiamente técnico; igualmente involucra actividades en donde prima el esfuerzo físico o mecánico, en donde no se requiere de personal profesional.

Dentro de su objeto contractual pueden tener lugar actividades operativas, logísticas o asistenciales, siempre que satisfaga los requisitos antes mencionados y sea acorde con las necesidades de la Administración y el principio de planeación”[footnoteRef:6]. [6:   Ibíd.] 


En relación con el contrato de prestación para la ejecución de trabajos artísticos que solo pueden encomendarse a determinadas personas naturales, señala el mencionado fallo que:

“Tienen lugar dentro de esta categoría los contratos de prestación de servicios que tengan por objeto la ejecución de trabajos artísticos, esto es, trabajos que corresponden al conjunto de creaciones humanas que expresan una especial visión del mundo, tanto real como imaginaria, y que sólo pueda celebrarse con determinadas personas naturales, lo que implica que el contratista debe ser un artista, esto es, una persona reconocida como realizador o productor de arte o trabajos artísticos”[footnoteRef:7]. [7:  Ibíd.] 


vi) Su celebración debe realizarse a través de la modalidad de contratación directa, independientemente de la cuantía y del tipo de servicio, siempre que este no ingrese dentro del objeto del contrato de consultoría, pues, como lo indicó el Consejo de Estado en la sentencia de unificación jurisprudencial a la que se hizo referencia, si bien en ambos existe un componente intelectual intangible, el objeto del contrato de consultoría es especial y debe celebrarse, por regla general, precedido de un concurso de méritos[footnoteRef:8]. Pero, tampoco puede suscribirse un contrato de prestación de servicios profesionales para que el contratista ejecute labores que se enmarcan en los otros contratos tipificados en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, como, por ejemplo, para que el contratista de prestación de servicios construya una obra. [8:  Ibíd. En efecto, el numeral 2º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 define el contrato de consultoría así: “Son contratos de consultoría los que celebren las entidades estatales referidos a los estudios necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas o proyectos específicos, así como a las asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión.
Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría, asesoría, gerencia de obra o de proyectos, dirección, programación y la ejecución de diseños, planos, anteproyectos y proyectos.
Ninguna orden del interventor de una obra podrá darse verbalmente. Es obligatorio para el interventor entregar por escrito sus órdenes o sugerencias y ellas deben enmarcarse dentro de los términos del respectivo contrato”. ] 

vii) Para su celebración no se requiere en algunos casos la expedición del acto administrativo de justificación de la contratación directa[footnoteRef:9].  [9:  Así lo prevé el artículo 2.2.1.2.1.4.1. del Decreto 1082 de 2015: “La Entidad Estatal debe señalar en un acto administrativo la justificación para contratar bajo la modalidad de contratación directa, el cual debe contener:
1. La causal que invoca para contratar directamente.
2. El objeto del contrato.
3. El presupuesto para la contratación y las condiciones que exigirá al contratista.
4. El lugar en el cual los interesados pueden consultar los estudios y documentos previos.
Este acto administrativo no es necesario cuando el contrato a celebrar es de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, y para los contratos de que tratan los literales (a) y (b) del artículo 2.2.1.2.1.4.3 del presente decreto.] 

viii) Admiten el pacto de cláusulas excepcionales. Es decir, en los contratos de prestación de servicios se puede estipular la caducidad, así como la modificación, interpretación o terminación unilaterales, como elementos accidentales, o sea que para que puedan ejercerse dichas exorbitancias han debido quedar incluidas expresamente en el contrato, ya que no se entienden pactadas por naturaleza. Así se infiere del artículo 14, numeral 2º, de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:10]. [10:  Esta norma expresa: “Para el cumplimiento de los fines de la contratación, las entidades estatales al celebrar un contrato:
[…]
2o. Pactarán las cláusulas excepcionales al derecho común de terminación, interpretación y modificación unilaterales, de sometimiento a las leyes nacionales y de caducidad en los contratos que tengan por objeto el ejercicio de una actividad que constituya monopolio estatal, la prestación de servicios públicos o la explotación y concesión de bienes del Estado, así como en los contratos de obra. En los contratos de explotación y concesión de bienes del Estado se incluirá la cláusula de reversión.
Las entidades estatales podrán pactar estas cláusulas en los contratos de suministro y de prestación de servicios.
[…]”.] 

ix) En algunos casos no es obligatoria la liquidación, pues así lo estableció el artículo 217 del Decreto 019 de 2012, que modificó el artículo 60 de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:11], refiriéndose a los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión. [11:  La norma dispone: “La liquidación a que se refiere el presente artículo no será obligatoria en los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión”.] 

x) Para su celebración no se requiere inscripción en el Registro Único de Proponentes (RUP), según lo prevé el artículo 6 de la Ley 1150 de 2007[footnoteRef:12]. [12:  Según dicho artículo “Todas las personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras domiciliadas o con sucursal en Colombia, que aspiren a celebrar contratos con las entidades estatales, se inscribirán en el Registro Único de Proponentes del Registro Único Empresarial de la Cámara de Comercio con jurisdicción en su domicilio principal.
No se requerirá de este registro, ni de clasificación, en los casos de contratación directa; contratos para la prestación de servicios de salud; contratos de mínima cuantía; enajenación de bienes del Estado; contratos que tengan por objeto la adquisición de productos de origen o destinación agropecuaria que se ofrezcan en bolsas de productos legalmente constituidas; los actos y contratos que tengan por objeto directo las actividades comerciales e industriales propias de las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta y los contratos de concesión de cualquier índole. En los casos anteriormente señalados, corresponderá a las entidades contratantes cumplir con la labor de verificación de las condiciones de los proponentes.[…]”.] 

xi) En ellos no son necesarias las garantías[footnoteRef:13]. [13:  Es esto lo que establece el Decreto 1082 de 2015: “Artículo 2.2.1.2.1.4.5. No obligatoriedad de garantías. En la contratación directa la exigencia de garantías establecidas en la Sección 3, que comprende los artículos 2.2.1.2.3.1.1 al 2.2.1.2.3.5.1.del presente decreto no es obligatoria y la justificación para exigirlas o no debe estar en los estudios y documentos previos”.
] 

	A partir de las características, será necesario determinar si las medidas asociadas a la identificación, evaluación, intervención y seguimiento de los riesgos psicosociales respecto de los contratistas de prestación de servicios pueden llegar a configurar manifestaciones de subordinación. En particular, será necesario examinar en el próximo apartado los riesgos psicosociales en el campo de los contratos de prestación de servicios. 

ii. Para entender un poco sobre el riesgo psicosocial es pertinente acudir a la Resolución 2646 de 2008 del Ministerio de Protección Social, “Por la cual se establecen disposiciones y se definen responsabilidades para la identificación, evaluación, prevención, intervención y monitoreo permanente de la exposición a factores de riesgo psicosocial en el trabajo y para la determinación del origen de las patologías causadas por el estrés ocupacional”, la cual dispone en su artículo 1°: “El objeto de la presente resolución es establecer disposiciones y definir las responsabilidades de los diferentes actores sociales en cuanto a la identificación, evaluación, prevención, intervención y monitoreo permanente de la exposición a los factores de riesgo psicosocial en el trabajo, así como el estudio y determinación de origen de patologías presuntamente causadas por estrés ocupacional”.
	Por otro lado, el artículo 2° de la presente Resolución prescribe: “[…] se aplica a los empleadores públicos y privados, a los trabajadores dependientes e independientes, a los contratantes de personal bajo modalidad de contrato civil, comercial o administrativo, a las organizaciones de economía solidaria y del sector cooperativo, a las agremiaciones o asociaciones que afilian trabajadores independientes al Sistema de Seguridad Social integral; a las administradoras de riesgos profesionales; a la Policía en lo que corresponde a su personal no uniformado y al personal civil de las Fuerzas Militares” (énfasis fuera de texto). 
	En este mismo escenario, la Resolución 2764 de 2022 del Ministerio de Trabajo “Por la cual se adopta la Batería de instrumentos para la evaluación de factores de Riesgo Psicosocial, la Guía Técnica General para la promoción, prevención e intervención de los factores psicosociales y sus efectos en la población trabajadora y sus protocolos específicos y se dictan otras disposiciones”, constituye el principal marco normativo para la identificación, evaluación, prevención, intervención y monitoreo permanente de los factores de riesgo psicosocial en los lugares de trabajo. Esta disposición adopta de manera integral los instrumentos de evaluación, protocolos de intervención y guías técnicas que deben incorporarse al Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo (SG-SST), con el propósito de proteger la salud mental de los trabajadores y promover entornos laborales saludables.
La resolución incorpora diversos protocolos de intervención sectoriales, entre ellos el correspondiente al sector de la administración pública, reconociendo las particularidades organizacionales y funcionales de cada actividad económica. Asimismo, deroga expresamente la Resolución 2404 de 2019, “por la cual se adopta la Batería de Instrumentos para la Evaluación de Factores de Riesgo Psicosocial, la Guía Técnica General para la Promoción, Prevención e Intervención de los Factores Psicosociales y sus Efectos en la Población Trabajadora y sus Protocolos Específicos y se dictan otras disposiciones”, consolidando en un único cuerpo normativo los lineamientos técnicos aplicables a la gestión de los riesgos psicosociales en el país.
Respecto de su ámbito de aplicación, la Resolución tiene un alcance amplio y vinculante para los diferentes actores del mundo laboral. En tal sentido, el artículo 2 de la presente Resolución prescribe: “[…] se aplica a todos los empleadores públicos y privados, a los trabajadores dependientes e independientes, a los contratantes de personal bajo modalidad de contrato civil, comercial o administrativo, a las organizaciones de economía solidaria y del sector cooperativo, las empresas de servicios temporales, a las agremiaciones o asociaciones que afilian trabajadores independientes al Sistema de Seguridad Social Integral, a los estudiantes afiliados al Sistema General de Riesgos Laborales, a los trabajadores en misión, a la Policía Nacional en lo que corresponde a su personal no uniformado y al personal civil de las Fuerzas Militares”. 
En materia de evaluación, el artículo 3 de la presente resolución establece una periodicidad diferenciada según los resultados obtenidos en la valoración de los factores de riesgo psicosocial. Cuando se identifique un nivel de riesgo alto o muy alto, o cuando existan evidencias de afectaciones asociadas a la salud o al bienestar de los trabajadores, la evaluación deberá realizarse como mínimo cada año. Por su parte, cuando los resultados evidencien niveles de riesgo medio, bajo o sin riesgo significativo, la medición podrá efectuarse cada dos años. La norma precisa que dichos términos deben contarse a partir del inicio de las acciones de intervención implementadas por la organización, las cuales deben adoptarse de manera inmediata una vez identificadas las condiciones de riesgo.
De igual manera, se establece la obligatoriedad de utilizar los instrumentos de evaluación oficiales conforme a los lineamientos metodológicos contenidos en sus respectivos manuales técnicos. Por tanto, no se permite la modificación de preguntas, escalas, criterios de aplicación o mecanismos de interpretación, garantizando así la validez, confiabilidad y comparabilidad de los resultados obtenidos.
Un aspecto fundamental de la regulación corresponde a la batería, que está integrada por instrumentos estandarizados que permiten identificar factores de riesgo psicosocial intralaborales y extralaborales, así como evaluar sus efectos sobre la salud de los trabajadores y sobre las condiciones de trabajo. Los instrumentos obligatorios son: i) Cuestionario de factores de riesgo psicosocial intralaboral; ii) Cuestionario de factores de riesgo psicosocial extralaboral; iii) Cuestionario para la evaluación del estrés; iv) Ficha de datos generales sociodemográficos y ocupacionales. En esta línea, la aplicación de estos instrumentos debe realizarse respetando estrictamente los manuales de usuario, garantizando la reserva y confidencialidad de la información. Está prohibido modificar las preguntas, escalas o metodologías de aplicación, debido a que ello afecta la validez y confiabilidad de los resultados.
Este artículo también autoriza la aplicación virtual de la batería mediante la herramienta oficial que publique el Ministerio del Trabajo a través del Fondo de Riesgos Laborales, siempre que se cumplan las condiciones de seguridad de la información exigidas. El uso indebido, la reproducción no autorizada, la comercialización de los instrumentos o el incumplimiento de las medidas de seguridad pueden generar sanciones legales. Además, la resolución incorpora como herramientas para evaluaciones en profundidad: a) la guía para el análisis psicosocial de puestos de trabajo; b) la guía de entrevistas semiestructuradas; c) la guía de grupos focales. Así pues, los empleadores pueden complementar la evaluación con otras herramientas que permitan identificar tempranamente síntomas asociados al estrés laboral y otros efectos psicosociales. Asimismo, las ARL deben brindar asistencia técnica, orientación y apoyo en las actividades de promoción, prevención, identificación, evaluación e intervención de estos riesgos.
En el marco de ello, la Resolución impone estrictos deberes de confidencialidad, reserva y custodia profesional respecto de los cuestionarios aplicados, las bases de datos y los informes individuales de resultados. Estos documentos tienen carácter reservado y forman parte de la historia clínica ocupacional de cada trabajador. Por ello, las entidades únicamente podrán conservar y utilizar informes consolidados o análisis grupales destinados a la gestión e intervención de los riesgos identificados. En ningún caso los instrumentos aplicados, los resultados individuales o la historia clínica ocupacional podrán incorporarse a las hojas de vida, expedientes laborales o archivos administrativos de los trabajadores. Así mismo, se enfatiza que las medidas de intervención deben orientarse prioritariamente a la eliminación o mitigación de las causas organizacionales que generan el riesgo psicosocial, antes que a la atención exclusiva de sus consecuencias individuales. En este sentido, promueve acciones relacionadas con el diseño del trabajo, la organización laboral, las cargas de trabajo, el liderazgo, la comunicación institucional, el clima organizacional y las condiciones de participación de los trabajadores.
Adicionalmente, contempla la implementación de estrategias de apoyo psicosocial frente a situaciones de emergencia, crisis o eventos traumáticos que puedan afectar a los trabajadores, así como el desarrollo de programas de vigilancia epidemiológica para realizar seguimiento sistemático a los factores de riesgo psicosocial y sus efectos sobre la salud. Para ello, las Administradoras de Riesgos Laborales (ARL) deben brindar asistencia técnica y orientación a los empleadores en el diseño y ejecución de las medidas preventivas y correctivas correspondientes.
Por último, el incumplimiento de las obligaciones previstas en la Resolución 2764 de 2022 puede dar lugar a investigaciones administrativas y a la imposición de sanciones por parte del Ministerio del Trabajo, en concordancia con las facultades de inspección, vigilancia y control atribuidas por la legislación laboral colombiana. Dichas sanciones pueden derivarse tanto de la omisión en la evaluación de los riesgos psicosociales como de la falta de implementación de las medidas de intervención, seguimiento y protección de la salud mental de los trabajadores exigidas por la normativa vigente.
En este contexto, las obligaciones derivadas de la gestión de los factores de riesgo psicosocial previstas en la Resolución 2764 de 2022 y 2646 de 2008 no constituyen, por sí mismas, elementos que permitan concluir la existencia de una relación de subordinación ni la configuración de un contrato realidad. Lo anterior, por cuanto dichas exigencias no tienen origen en la facultad de dirección propia del empleador sobre un trabajador subordinado, sino en el cumplimiento de deberes legales de prevención, protección y promoción de la seguridad y salud en el trabajo que recaen sobre empleadores y contratantes respecto de las personas que ejecutan actividades en su beneficio, independiente de la naturaleza jurídica del vínculo existente, como es el caso de los contratistas de prestación de servicios. 
En efecto, las propias Resoluciones 2646 de 2008 y 2764 de 2022 extiende su ámbito de aplicación no solo a trabajadores dependientes, sino también a contratistas, trabajadores independientes y demás personas vinculadas mediante relaciones civiles, comerciales o administrativas. Por consiguiente, la aplicación de instrumentos para la identificación, evaluación e intervención de factores de riesgo psicosocial, así como la adopción de medidas preventivas en materia de salud mental, constituyen obligaciones legales de carácter preventivo y de gestión del riesgo, cuyo cumplimiento no puede interpretarse como una manifestación automática o inequívoca de subordinación laboral.
Por tanto, la eventual determinación de un contrato realidad requiere acreditar los elementos materiales que la jurisprudencia y la legislación laboral han identificado como constitutivos de una relación de trabajo, particularmente la prestación personal del servicio, la remuneración y, de manera especial, la subordinación continuada o dependencia jurídica. En ese sentido, el cumplimiento de las obligaciones relacionadas con la prevención y gestión de riesgos psicosociales constituye una exigencia legal transversal aplicable a diversas modalidades de vinculación y, por sí sola, carece de la entidad suficiente para desvirtuar la naturaleza civil, comercial o administrativa de un contrato válidamente celebrado.
Para reforzar este argumento, se establece en el artículo 1 de la Ley 1562 de 2012, que modificó el Sistema de Riesgos Laborales, contempló que el programa de salud ocupacional en adelante se conocería como el Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST, definido este como un “Sistema consiste en el desarrollo de un proceso lógico y por etapas, basado en la mejora continua y que incluye la política, la organización, la planificación, la aplicación, la evaluación, la auditoría y las acciones de mejora con el objetivo de anticipar, reconocer, evaluar y controlar los riesgos que puedan afectar la seguridad y salud en el trabajo.”
[bookmark: _Hlk182775658]En el Decreto 1443 de 2014, compilado posteriormente en el capítulo 6 del Decreto 1072 de 2015, “por medio del cual se expidió el Decreto Reglamentario del Sector Trabajo”, se definieron directrices para la implementación del Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo (SG-SST). Específicamente, el artículo 2.2.4.6.4. del Decreto 1072 de 2015 dispuso que el Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST debe ser liderado e implementado por el empleador o contratante, con la participación de los trabajadores y/o contratistas. Para ello, el artículo en cita contempló que los empleadores o contratantes, entre los que se encuentran las entidades estatales, deben de garantizar la implementación, mantenimiento y mejora continua del Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST en sus contratistas. 
Para tales efectos, el parágrafo 1º ibidem estableció que el Ministerio del Trabajo o quien haga sus veces, determinaría de manera progresiva, los estándares que hacen parte de los diversos componentes del mencionado Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST, de conformidad con el desarrollo y avances técnicos y científicos del sector y del país, realizando los ajustes y actualizaciones a que haya lugar y que dichos estándares deberán ser implementados por los integrantes del Sistema General de Riesgos Laborales en las fases y dentro de las fechas que al respecto defina el Ministerio de Trabajo.
Así mismo, hay que tener en cuenta el Decreto 1072 de 2015, artículo 2.2.4.2.2.15[footnoteRef:14], que contempla que, para las personas comprendidas en esa sección, ordena al contratante incluirlas en el SG-SST, realizar prevención y promoción, permitir participación en capacitaciones y verificar requisitos de seguridad. De igual manera, el artículo 2.2.4.6.1 del Decreto 1072 de 2015 establece que el capítulo relativo al Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo (SG-SST) tiene por objeto definir las directrices de obligatorio cumplimiento para su implementación, las cuales deben ser observadas por todos los empleadores públicos y privados, así como por los contratantes de personal vinculado mediante contratos civiles, comerciales o administrativos, las organizaciones de economía solidaria, las entidades del sector cooperativo y las empresas de servicios temporales. Igualmente, dispone que dichas obligaciones deben extender su cobertura a trabajadores dependientes, contratistas, trabajadores asociados o cooperados y trabajadores en misión. [14:  ARTÍCULO 2.2.4.2.2.15. Obligaciones del contratante. El contratante debe cumplir con las normas del Sistema General de Riesgos Laborales, en especial, las siguientes:
1. Reportar a la Administradora de Riesgos Laborales los accidentes de trabajo y enfermedades laborales.
2. Investigar todos los incidentes y accidentes de trabajo.
3. Realizar actividades de prevención y promoción.
4. Incluir a las personas que les aplica la presente sección en el Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo.
5. Permitir la participación del contratista en las capacitaciones que realice el Comité Paritario de Seguridad y Salud en el Trabajo.
6. Verificar en cualquier momento el cumplimiento de los requisitos de seguridad y salud necesarios para cumplir la actividad contratada de las personas a las que les aplica la presente sección.
7. Informar a los contratistas afiliados en riesgo IV y/o V sobre los aportes efectuados al Sistema General de Riesgos Laborales.
8. Adoptar los mecanismos necesarios para realizar el pago mes vencido de la cotización, cuando el pago del aporte esté a su cargo.
9. Suministrar, a sus contratistas, los elementos de protección personal necesarios para ejecutar la actividad contratada
] 

Por otra parte, los artículos 2.2.4.6.4 y 2.2.4.6.28 del Decreto 1072 de 2015 refuerzan la inclusión de contratistas dentro del ámbito de aplicación del Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo (SG-SST) y regulan los mecanismos de coordinación que deben implementarse cuando concurren diferentes empleadores, contratantes o prestadores de servicios en un mismo centro o lugar de trabajo. Estas disposiciones evidencian que el legislador y el reglamento concibieron el SG-SST como un sistema de gestión del riesgo con alcance transversal, aplicable no solo a trabajadores dependientes, sino también a personas vinculadas mediante contratos civiles, comerciales o administrativos. En este aspecto, cabe destacar el artículo 2.2.4.6.28:

[bookmark: 2.2.4.6.28]ARTÍCULO 2.2.4.6.28. Contratación. El empleador debe adoptar y mantener las disposiciones que garanticen el cumplimiento de las normas de seguridad y salud en el trabajo de su empresa, por parte de los proveedores, trabajadores dependientes, trabajadores cooperados, trabajadores en misión, contratistas y sus trabajadores o subcontratistas, durante el desempeño de las actividades objeto del contrato.
Para este propósito, el empleador debe considerar como mínimo, los siguientes aspectos en materia de seguridad y salud el trabajo:
[bookmark: 2.2.4.6.28.1]1. Incluir los aspectos de seguridad y salud en el trabajo en la evaluación y selección de proveedores y contratistas;
[bookmark: 2.2.4.6.28.2]2. Procurar canales de comunicación para la gestión de seguridad y salud en el trabajo con los proveedores, trabajadores cooperados, trabajadores en misión, contratistas y sus trabajadores o subcontratistas;
[bookmark: 2.2.4.6.28.3]3. Verificar antes del inicio del trabajo y periódicamente, el cumplimiento de la obligación de afiliación al Sistema General de Riesgos Laborales, considerando la rotación del personal por parte de los proveedores contratistas y subcontratistas, de conformidad con la normatividad vigente;
[bookmark: 2.2.4.6.28.4]4. Informar a los proveedores y contratistas al igual que a los trabajadores de este último, previo al inicio del contrato, los peligros y riesgos generales y específicos de su zona de trabajo incluidas las actividades o tareas de alto riesgo, rutinarias y no rutinarias, así como la forma de controlarlos y las medidas de prevención y atención de emergencias. En este propósito, se debe revisar periódicamente durante cada año, la rotación de personal y asegurar que dentro del alcance de este numeral, el nuevo personal reciba la misma información;
[bookmark: 2.2.4.6.28.5]5. Instruir a los proveedores, trabajadores cooperados, trabajadores en misión, contratistas y sus trabajadores o subcontratistas, sobre el deber de informarle, acerca de los presuntos accidentes de trabajo y enfermedades laborales ocurridos durante el periodo de vigencia del contrato para que el empleador o contratante ejerza las acciones de prevención y control que estén bajo su responsabilidad; y
[bookmark: 2.2.4.6.28.6]6. Verificar periódicamente y durante el desarrollo de las actividades objeto del contrato en la empresa, el cumplimiento de la normatividad en seguridad y salud el trabajo por parte de los trabajadores cooperados, trabajadores en misión, proveedores, contratistas y sus trabajadores o subcontratistas.
[bookmark: 2.2.4.6.28.p]PARÁGRAFO. Para los efectos del Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo SG-SST, los proveedores y contratistas deben cumplir frente a sus trabajadores o subcontratistas, con las responsabilidades del presente capítulo.

Dicho artículo desarrolla las obligaciones que tienen los empleadores y contratantes para garantizar que todas las personas que desarrollan actividades en sus instalaciones o en ejecución de contratos cumplan las normas de seguridad y salud en el trabajo. Para ello, exige incorporar criterios de SST en la selección de proveedores y contratistas, establecer canales de comunicación en esta materia, verificar la afiliación al Sistema General de Riesgos Laborales, informar sobre los peligros y riesgos presentes en los lugares de trabajo, promover el reporte de accidentes y enfermedades laborales, y realizar seguimientos periódicos al cumplimiento de las obligaciones preventivas por parte de contratistas, subcontratistas, trabajadores en misión, cooperados y proveedores. Estas exigencias reflejan una lógica de coordinación y gestión del riesgo laboral orientada a la protección de todas las personas que concurren en una actividad productiva, con independencia de la naturaleza jurídica del vínculo que las une con la entidad, como es el caso de los contratistas de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión.
En efecto, esta disposición constituye una evidencia normativa de que las obligaciones derivadas del Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo no son exclusivas de las relaciones laborales. Por el contrario, el propio artículo reconoce la existencia de contratistas y subcontratistas como sujetos destinatarios de las medidas de prevención y control, al tiempo que el parágrafo les impone responsabilidades directas frente a sus propios trabajadores. Así, los deberes de verificación, coordinación, información y seguimiento previstos en la norma no pueden interpretarse, por sí solos, como manifestaciones de subordinación o como indicios de un contrato realidad, sino como el cumplimiento de obligaciones legales de carácter preventivo que buscan garantizar entornos de trabajo seguros y saludables para todas las personas involucradas en la ejecución de una actividad contractual.

iii. Sin perjuicio de las consideraciones expuestas, se precisa que el análisis necesario para abordar problemáticas específicas asociadas a la gestión contractual de las entidades públicas, en relación con la aplicación de la normativa sobre riesgos psicosociales, deberá ser efectuado por quienes tengan interés directo en el asunto, atendiendo a las precisiones contenidas en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias. 
Dentro de este marco, el consultante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 

IV. Referencias normativas:

	· Constitución Política de Colombia: artículo 122.
· Ley 80 de 1993: artículos 6, 8, 9, 13, 14 numeral 2, 26, 32 numeral 3 y 60.
· Ley 1150 de 2007: artículos 2 numeral 4 literal h) y 6.
· Ley 1562 de 2012: artículo 1.
· Decreto Ley 019 de 2012: artículo 217.
· Decreto 1443 de 2014.
· Decreto 1072 de 2015: artículos 2.2.4.2.2.15, 2.2.4.6.1, 2.2.4.6.4 y 2.2.4.6.28.
· Decreto 1082 de 2015: artículos 2.2.1.1.1.3.1, 2.2.1.2.4.2.6, 2.2.1.2.4.2.7 y 2.2.1.2.4.2.8.
· Decreto 287 de 2026.
· Resolución 2646 de 2008: artículos 1 y 2.
· Resolución 2764 de 2022: artículos 2 y 3.



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra ha analizado los contratos de prestación de servicios, así como los requisitos para su celebración, entre otros, en los conceptos con radicado: 4201913000006452 del 07 de octubre de 2019, 4201912000006434 del 30 de octubre de 2019, 4201913000006444 del 01 de noviembre de 2019, 4201913000006331 del 07 de noviembre de 2019, 4201912000006692 del 12 de noviembre de 2019de noviembre de 2019, 4201912000006692 del 12 de noviembre  de 20194201912000007378 del 11 de diciembre de 2019, 4201912000007781 del 26 de diciembre de 2019, C−047 del 19 de febrero de 2020, C−105 del 12 de marzo de 2020, C−208 del 24 de marzo de 2020, C−005 del 11 de mayo de 2020, C−006 del 11 de mayo de 2020, C−018 del 11 de mayo de 2020, C−138 del 11 de mayo de 2020, C−053 del 12 de mayo de 2020, C−175 del 12 de mayo de 2020, C−320 del 12 de mayo de 2020, C−255 del 12 de mayo de 2020, C−282del 12 de mayo de 2020, C−238 del 18 de mayo de 2020, C−260 del 18 de mayo de 2020, C−288 del 21 de mayo de 2020, C−293 del 12 de mayo de 2020, C−313 del 21 de mayo de 2020, C−345 del 21 de mayo de 2020, C−359 del 04de junio de 2020, C−379 del 30 de junio de 2020, C−414 del 30 de junio de 2020,C-661 del 17 de noviembre de 2020 C−685 del 18 de diciembre de 2020, C- 004 del 12 de febrero de 2021, C−106 del 7 de abril de 2021, C-181 del 07 de abril de 2022, C-214 del 22 de abril de 2022 y C-491 de 01 de agosto de 2022, , C-966 del 1 de febrero de 2023, C-135 del 25 de mayo de 2023, C-414 del 11 de septiembre de 2024, C-079 del 4 de marzo de 2025, C-441 del 16 de mayo de 2025, C-1838 del 16 de diciembre de 2025, C-491 del 25 de marzo de 2026 y C-550 del 15 de mayo de 2025, C-786 del 25 de junio de 2026, C-1530 del 14 de octubre de 2026, C-1462 del 15 de octubre de 2026, entre otros. Todo ello, sin perjuicio de las consideraciones y análisis que deban efectuarse en torno a los riesgos psicosociales. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/conoce-la-relatoria 

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Por último, aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 


[image: ]
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